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MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL

DECRETO No.
DECRETO NUMERO _________________de 2002    Hoja N°. 4

Continuación del decreto “Por el cual se reasignan unas funciones y competencias -”

DECRETO NÚMERO 

Hoja N°. 6

Continuación del Decreto “Por el cual se reglamentan la Ley 91 de 1989, la Ley 446 de 1998 y la Ley 640 de 2001 en relación con el trámite de la conciliación extrajudicial y judicial en los asuntos que afectan los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y se dictan otras disposiciones”
---------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------


(                                                                             )

“Por el cual se reglamentan la Ley 91 de 1989, la Ley 446 de 1998 y la Ley 640 de 2001 en relación con el trámite de la conciliación extrajudicial y judicial en los asuntos que afectan los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y se dictan otras disposiciones”
EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA

En uso de las facultades constitucionales y legales, en especial las conferidas por el numeral 11 del artículo 189 de la Constitución Política y el artículo 16 de la Ley 91 de 1989, y


CONSIDERANDO:

Que la Ley 91 de 1989 en su artículo 3 dispone: “Créase el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, como una cuenta especial de la Nación, con independencia patrimonial, contable y estadística, sin personería jurídica, cuyos recursos serán manejados por una entidad fiduciaria estatal o de economía mixta, en la cual el Estado tenga más del 90% del capital. Para tal efecto, el Gobierno Nacional suscribirá el correspondiente contrato de fiducia mercantil, que contendrá las estipulaciones necesarias para el debido cumplimiento de la presente Ley y fijará la Comisión que, en desarrollo del mismo, deberá cancelarse a la sociedad fiduciaria, la cual será una suma fija, o variable determinada con base en los costos administrativos que se generen. La celebración del contrato podrá ser delegada en el Ministro de Educación Nacional.”

Que como uno de los objetivos del Fondo, se encuentra el de efectuar el pago de las prestaciones sociales del personal afiliado y garantizar la prestación de los servicios médico-asistenciales, para lo cual, la entidad fiduciaria que lo administra debe celebrar los contratos necesarios a nombre de dicho Fondo, de conformidad con las instrucciones que imparta el Consejo Directivo del mismo.

Que el artículo 56 de la Ley 962 de 2005, respecto al trámite para el reconocimiento y pago de prestaciones sociales al personal docente afiliado al Fondo, establece que: “Las prestaciones sociales que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán reconocidas por el citado Fondo, mediante la aprobación del proyecto de resolución por parte de quien administre el Fondo, el cual debe ser elaborado por el Secretario de Educación de la Entidad Territorial certificada correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente. El acto administrativo de reconocimiento se hará mediante resolución que llevará la firma del Secretario de Educación de la entidad territorial.”

Que el artículo 3 del Decreto 2831 de 2005 consagra que, de acuerdo con lo señalado en el artículo 3 de la Ley 91 de 1989 y el artículo 56 de la Ley 962 de 2005, le corresponde a las secretarías de educación de las entidades territoriales certificadas o la dependencia que haga sus veces, la atención de las solicitudes relacionadas con las prestaciones sociales que se pagarán con cargo al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio.

Que el artículo 75 de la Ley 446 de 1998, adicionó el artículo 65B a la Ley 23 de 1991, señalando que “las entidades y organismos de Derecho Público del orden nacional, departamental, distrital y de los municipios capital de departamento y los Entes Descentralizados de estos mismos niveles, deberán integrar un comité de conciliación, conformado por los funcionarios del nivel directivo que se designen y cumplirá las funciones que se le señalen”.

Que, en consecuencia, se hace necesario, para efectos de la operatividad del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, determinar algunas funciones y competencias en relación con el trámite y decisión de solicitudes de conciliación judicial o extrajudicial sobre el reconocimiento y pago de prestaciones sociales a cargo del mencionado Fondo, así como dictar algunas disposiciones en aras de garantizar el efectivo pago o cumplimiento de las providencias judiciales. 

Que la regulación especial contemplada mediante el presente decreto para el trámite de solicitudes de conciliación se fundamenta en la particularidad que tiene el proceso de reconocimiento y pago de prestaciones a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, lo cual a su vez, obedece a que los afiliados de dicho Fondo tienen un régimen de seguridad social exceptuado, de conformidad con el artículo 279 de la Ley 100 de 1993 y la Ley 91 de 1989.
Que el trámite de solicitudes de conciliación judicial y extrajudicial en los asuntos que afectan los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio no puede desconocer la distribución de competencias definida en el artículo 56 de la Ley 962 de 2005 para el reconocimiento y pago de prestaciones a cargo del Fondo, por lo que la decisión de conciliar debe ser tomada por las entidades territoriales certificadas a las que se encuentran o se encontraban vinculados los docentes, previo aval de la sociedad fiduciaria que administra el Fondo. Lo anterior, debido a que las entidades territoriales decidirían conciliar, con cargo a los recursos del Fondo, los cuales son bienes exógenos a dichas entidades, administrados por una sociedad fiduciaria que debe garantizar el cumplimiento de los objetivos encomendados al Fondo en la Ley 91 de 1989, entre los que se encuentra, el pago de prestaciones inherentes a la protección de derechos fundamentales de los docentes y directivos docentes tales como, el mínimo vital y la vida.
Que en Sentencia 2713-2013 del 10 de julio de 2014, el Consejo de Estado estudió la singularidad del proceso de reconocimiento y pago de prestaciones sociales a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, admitiendo que dichas prestaciones son reconocidas por el Fondo, sólo mediante el aval de la sociedad fiduciaria que lo administra, al proyecto de acto administrativo que deberá expedir el ente territorial al respecto.
En virtud de lo anterior,  

DECRETA:

Artículo 1. Funciones de los comités de conciliación de las entidades territoriales certificadas en educación. Corresponde a los comités de conciliación de las entidades territoriales certificadas en educación decidir sobre la procedencia de la conciliación judicial y extrajudicial, o de cualquier otro mecanismo de arreglo directo, así como de las acciones de repetición a que haya lugar con ocasión del pago de sentencias y autos que aprueban conciliaciones, en relación con las reclamaciones derivadas del reconocimiento y pago de las prestaciones sociales a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, en razón a la relación laboral entre el docente o directivo docente y la entidad territorial. 

Parágrafo. En caso que la entidad territorial certificada en educación no tenga comité de conciliación porque no se encuentra obligada a constituirlo, de acuerdo con lo dispuesto por el parágrafo único del artículo 19 del Decreto 1716 de 2009, a quien le corresponderá decidir sobre la procedencia de la conciliación judicial y extrajudicial así como de las acciones de repetición a que haya lugar, será al representante legal de la entidad territorial certificada.
Artículo 2. Trámite de la solicitud de conciliación. En los comités de conciliación de las entidades territoriales certificadas en educación, para efectos de adoptar la decisión de conciliar o no respecto de las solicitudes de reconocimiento y pago de prestaciones sociales a cargo del Fondo, deberá seguirse el siguiente procedimiento:

1. Presentada la petición de conciliación ante la entidad territorial, el comité de conciliación 
cuenta con quince (15) días hábiles a partir de su recibo para tomar la correspondiente 
decisión. 

2. En caso de que se decida conciliar, el Secretario Técnico del comité contará con tres (3) 
días hábiles, a partir de la sesión en que se tome la decisión, para enviar el proyecto de 
conciliación junto con el estudio técnico y elementos probatorios que lo sustentan, a 
la sociedad fiduciaria que administre los recursos del Fondo, utilizando los mecanismos 
que ésta prevea para tal fin. 

3. Dentro de los diez (10) días hábiles siguientes a la recepción de la anterior 
documentación, la sociedad fiduciaria elaborará el respectivo estudio y enviará el resultado 
del mismo, aprobando la decisión o rechazándola, en este último caso, deberá exponer, 
de manera precisa, las razones de hecho y de derecho que fundamentan la decisión.
4. Aprobado el proyecto de conciliación por la sociedad fiduciaria, el Secretario Técnico 
procederá a elaborar la respectiva acta o certificación, con destino al agente del Ministerio 
Público a cargo de la audiencia de conciliación.
5. En caso de que la sociedad fiduciaria encargada de la administración de los recursos del 
Fondo, no apruebe la decisión de conciliar, el Secretario Técnico citará al comité de 
conciliación, dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes al conocimiento de dicha 
decisión, con el fin de que analice los argumentos expuestos por ésta. Si el Comité acoge 
los argumentos y modifica su decisión en los términos señalados por la sociedad 
fiduciaria, el Secretario Técnico lo informará a la sociedad fiduciaria para tramitar su 
aprobación dentro del proceso que se surte. 
6. Una vez se cuente con dicha aprobación, el Secretario Técnico procederá a elaborar la 
respectiva acta o certificación, con destino al agente del Ministerio Público a cargo de la 
audiencia de conciliación. 

7. Si el Comité no acepta los argumentos expuestos por la sociedad fiduciaria, podrá 
comunicarle sus razones a la sociedad fiduciaria a fin de que ésta reconsidere su posición. 
En 
dado caso, que esto no suceda, se entenderá que no hay voluntad de conciliar por 
parte del Estado en el respectivo caso.
Parágrafo. 1. El agente del Ministerio Público, al momento de fijar fecha para audiencia de conciliación extrajudicial de las solicitudes relacionadas con el reconocimiento y pago de prestaciones sociales a cargo del Fondo, observará los plazos especiales previstos para el trámite de dichos asuntos ante los comités de conciliación de las entidades territoriales certificadas en educación. No obstante, la audiencia de conciliación deberá surtirse máximo dentro de los tres (3) meses siguientes a la radicación de la solicitud. 

Lo anterior, sin perjuicio que las partes de común acuerdo prorroguen dicho término, de conformidad con lo consagrado en el parágrafo único del artículo 3 del Decreto 1716 de 2009
Será obligación del agente del Ministerio Público verificar que en la solicitud de conciliación se encuentren vinculados quienes conforman el litis consorcio necesario, esto es, la entidad territorial certificada en educación y, la sociedad fiduciaria que actúa como administradora de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio.
Parágrafo 2. Las conciliaciones que se realicen por parte de la entidad territorial certificada en educación, que reconozcan prestaciones sociales que deban pagarse con cargo a los recursos del Fondo, sin la aprobación de la sociedad fiduciaria, serán pagadas con cargo a los recursos propios de la entidad territorial. 
Parágrafo 3. A la audiencia de conciliación asistirá el apoderado de la entidad territorial certificada, quien estará facultado para sustentar y comunicar la decisión tomada por el comité de conciliación de dicha entidad, de conformidad con el procedimiento establecido en el presente artículo.
Parágrafo 4. En los casos en que con aval de la sociedad fiduciaria se haya aprobado conciliar sobre intereses de mora, dicho pago se realizará con cargo a los recursos del Fondo, sin importar quien sea el causante de los mismos y sin perjuicio, de las acciones previstas en el procedimiento de reconocimiento y pago de prestaciones sociales a cargo del Fondo, que pueda adelantar la sociedad fiduciaria en contra del presunto responsable de la mora.
Artículo 3. Resolución de pago. Una vez, la entidad territorial certificada tenga conocimiento de la providencia debidamente ejecutoriada que aprueba la conciliación, dentro del término máximo de cinco (5) días hábiles, procederá a expedir acto administrativo de reconocimiento de conciliación judicial o extrajudicial, en la cual se liquiden y reconozcan las sumas adeudadas, como quiera que de conformidad con el artículo 56 de la Ley 962 de 2005 la entidad territorial certificada es la competente para expedir el acto administrativo de reconocimiento de prestaciones sociales que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio.
Dicho acto administrativo de reconocimiento será notificado al beneficiario de acuerdo con lo previsto en los artículos 67 a 71 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
En firme el acto administrativo de reconocimiento, la entidad territorial certificada dentro de los tres (3) días hábiles siguientes a su ejecutoria, deberá remitir a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, copia del mismo, junto con la respectiva constancia de ejecutoria para efectos de pago y demás soportes que se requieran para tal fin.

Parágrafo 1. En ningún caso, la entidad territorial deberá esperar a que el acreedor presente la solicitud de pago para cumplir con este procedimiento.

Parágrafo 2. Los aspectos concernientes a pago por depósito judicial y a causación y pago de intereses moratorios, no regulados en el presente decreto, se regirán por la normatividad expedida por el Gobierno Nacional para el cumplimiento de sentencias y conciliaciones, de acuerdo con lo que establezca la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, según las competencias descritas en el Artículo 3 literal VI y Artículo 6 numeral 1 literal IV del Decreto 4085 de 2011.
Artículo 5. Acción de repetición. Los comités de conciliación de las entidades territoriales certificadas en educación realizarán los estudios pertinentes para determinar la procedencia de iniciar acción de repetición.

Para ello, el ente o la dependencia pagadora, al día hábil siguiente del pago de una conciliación judicial o extrajudicial o de una sentencia judicial, deberá remitir el acto administrativo y sus antecedentes al comité de conciliación de la entidad territorial certificada pertinente, para que en un término no superior a seis (6) meses, éste adopte la decisión motivada de iniciar o no el proceso de repetición. 
Artículo 6. De los Informes. Los comités de conciliación de las entidades territoriales certificadas en educación deberán asignar a los Secretarios Técnicos de éstos la función de remitir un informe semestral al Ministerio de Educación Nacional sobre el pago de las sentencias y autos que aprueben las conciliaciones que versen sobre el reconocimiento y pago de prestaciones sociales con cargo a los recursos del Fondo y el estudio de la procedencia de iniciar acciones de repetición.
Lo anterior, sin perjuicio del envío de los informes al Ministerio Público y a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado.

Artículo 7. Competencias del Ministerio de Educación Nacional. Corresponde al comité de conciliación del Ministerio de Educación Nacional, en su calidad de fideicomitente del contrato de fiducia mercantil suscrito para la administración de los recursos del Fondo, lo siguiente:

1. Adoptar políticas de prevención del daño antijurídico y de conciliación, en relación con las 
tipologías recurrentes de demanda y de condena asociadas al reconocimiento y pago de 
prestaciones sociales con cargo a los recursos del Fondo, sin perjuicio de las 
competencias que correspondan a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado. 
Dichas políticas serán de obligatorio cumplimiento por parte de los comités de 
conciliación de las entidades territoriales certificadas en educación y de la sociedad 
fiduciaria que administra los recursos del Fondo. 
2. Cuando sea necesario, requerir a las entidades territoriales para que cumplan con los 
deberes establecidos en el presente decreto y para que inicien la respectiva acción de 
repetición en los casos en que hayan tenido la obligación de adelantarla y no lo hicieren.
Artículo 8. De la Responsabilidad. El incumplimiento de los deberes y plazos consagrados en el presente decreto, dará lugar a las investigaciones disciplinarias, fiscales y/o penales pertinentes de acuerdo con la ley.
Artículo 9. Remisión. En los asuntos no reglamentados por este decreto serán aplicables las estipulaciones consagradas en el Decreto 1716 de 2009.

Artículo 10. Actuaciones y procesos en curso. El presente decreto deberá aplicarse en los  procesos judiciales en curso, siempre y cuando se haya demandado a la entidad territorial certificada y no se hayan superado las etapas en las que la ley permite conciliar dentro de este tipo de procesos.
Igualmente, si al momento de entrada en vigencia del presente decreto, se encuentra en trámite una solicitud de conciliación extrajudicial presentada ante el Ministerio Público, ésta podrá ser adecuada o ajustada, siempre y cuando su trámite no vaya a exceder el término establecido para la suspensión de la caducidad de la acción, fijado por el artículo 3 del Decreto 1716 de 2009.
Artículo 11. Vigencia. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación. 
PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE

Dado en Bogotá, D. C., a los

El Ministro de Justicia y del Derecho,
YESID REYES ALVARADO 

El Ministro del Interior,
JUAN FERNANDO CRISTO BUSTOS 

La Ministra de Educación Nacional, 
GINA PARODY D'ECHEONA 
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